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Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la 

Jueza Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand. 
 

Cintrón Cintrón, jueza Ponente 
 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos la Federación de Oficiales de Custodia y 

Trabajadores de Corrección (en adelante, Federación) en 

representación de su miembro, la Sra. Nilda Aponte Rivera y nos 

solicita que revoquemos la Sentencia del Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI) emitida el 23 de enero 

de 2015. Mediante la misma, declaró sin lugar el recurso de 

impugnación de un Laudo de arbitraje, emitido a su vez el 30 de 

junio de 2014, donde se determinó que la División de Métodos 

Alternos de Resolución de Conflictos de la Comisión Apelativa del 

Servicio Público carecía de jurisdicción para ordenar que se 

pusiera en vigor otro Laudo previamente emitido por un árbitro 

distinto. Veamos. 

I. 

 Por hechos acaecidos el 13 de junio de 2005, luego de 

celebrada una vista administrativa informal ante el DCR, la Sra. 
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Aponte Rivera fue destituida de su puesto de Oficial de Servicios 

Juveniles I en el Departamento de Corrección y Rehabilitación (el 

DCR) el 26 de diciembre de 2007. Para impugnar dicha 

destitución, la Federación, en representación de la Sra. Aponte 

Rivera, presentó una solicitud de arbitraje ante la Comisión de 

Relaciones del Trabajo del Servicio Público. En la misma, alegó que 

la destitución de la Sra. Aponte Rivera violó las disposiciones del 

convenio colectivo entre el DCR y la Federación por lo que dicha 

actuación constituyó práctica ilícita. La árbitro en dicho caso (AQ-

08-308) emitió un Laudo el 20 de noviembre de 2009 mediante el 

cual ordenó la reinstalación de la Sra. Aponte Rivera, así como el 

pago de todos los haberes dejados de percibir durante el tiempo en 

que estuvo destituida al concluir que no se probó la comisión de 

los hechos por los cuales fue despedida. 

El DCR no la reinstaló en su puesto inmediatamente 

alegando que, conforme a la Orden Administrativa 2007-04 sobre 

Normas para la Reinstalación y Reingreso de Personal en la 

Administración de Instituciones Juveniles, primero era necesario 

que se le realizara una prueba sicológica a la Sra. Aponte Rivera, 

por lo que fue referida a la misma. La psicóloga que la evaluó 

concluyó que ésta no se encontraba en condiciones para 

reingresarse a la fuerza laboral por lo que la prueba sicológica tuvo 

un resultado negativo. El 29 de septiembre de 2010, el DCR le 

remitió una carta a la Sra. Aponte Rivera denegándole la 

reinstalación por el resultado negativo de la prueba psicológica y le 

apercibió de su derecho de apelar dicha decisión ante la Comisión 

de Relaciones del Trabajo del Servicio Público. 

Para apelar dicha determinación, el 23 de noviembre de 

2010, la Federación, en representación de la Sra. Aponte Rivera, 

radicó otra solicitud de arbitraje de quejas y agravios ante la 

División de Métodos Alternos de Resolución de Conflictos de la 
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Comisión Apelativa del Servicio Público (AQ-10-2456). Luego de 

celebradas las vistas, la árbitro emitió su Laudo el 30 de junio de 

2014. En el mismo, determinó que toda vez que la Federación 

acudió al proceso de arbitraje para que el árbitro pusiera en vigor 

un laudo previamente emitido, el Laudo del 20 de noviembre de 

2009, de acuerdo a la Ley de Relaciones del Trabajo para el 

Servicio Público, procedía que la Federación instara un 

procedimiento administrativo ordinario por práctica ilícita ante la 

Comisión Apelativa del Servicio Público. Por ello, concluyó que 

dicha controversia no era arbitrable y la desestimó por falta de 

jurisdicción. Adicionalmente, apercibió a la Federación de su 

derecho de apelar el Laudo ante el TPI y así lo hizo. El TPI confirmó 

el Laudo, declaró sin lugar la impugnación del mismo y se abstuvo 

de intervenir con la determinación de la árbitro.  

La Federación solicitó una reconsideración, pero la misma 

fue declarada sin lugar. Aun inconforme, la Federación comparece 

ante nos mediante un recurso de certiorari con el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
declarar no ha lugar el recurso de impugnación del 
laudo emitido el 30 de junio de 2014 por la árbitro de la 
Comisión Apelativa del Servicio Público absteniéndose 
de intervenir con la determinación de la arbitro, 
conforme a la jurisprudencia allí citada, y no concluir 
que a la luz de los hechos, trámite procesal y derecho 

aplicable, el mismo era contrario a derecho y en 
violación del debido proceso de ley.  

 
En síntesis, la Federación arguyó que el mecanismo 

apropiado para apelar la destitución de un puesto es el arbitraje. 

Además, adujo que nunca se le advirtió que debía radicar una 

querella administrativa por práctica ilícita para impugnar la 

decisión del DCR de denegarle la reinstalación a la Sra. Aponte 

Rivera. Por ello, concluyó que la notificación de dicha decisión fue 

defectuosa y los términos para apelarla no habían comenzado a 

correr. 
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Habiendo recibido el recurso de la Federación, concedimos 

oportunidad al DCR para que se expresara. No obstante, ésta hizo 

caso omiso a nuestro mandato. Ante el incumplimiento de lo 

ordenado y transcurrido en exceso el plazo conferido para ello, 

damos por sometida la causa de epígrafe y procedemos a resolver 

sin el beneficio de la comparecencia del DCR.  

II. 

A. Expedición de un recurso de certiorari 

El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que este Tribunal pueda revisar una sentencia final 

del TPI en un recurso de revisión de un laudo de arbitraje. Regla 

32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 32(D).  Hosp. Del Maestro v. Unión de Trabajadores de la 

Salud, 151 D.P.R. 934, 941 (2000). Distinto al recurso de 

apelación, este tribunal tiene la facultad de expedir el auto de 

certiorari de manera discrecional y el mismo solo se expedirá si 

satisface no solo la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico de 2009, 32 LPRA Ap. V, sino también las instancias y 

criterios ya establecidos por nuestro Reglamento, a saber: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.  
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados o de alegatos más elaborados.  

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio.  
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(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 
XXII-B, R. 40. 

 
Recordemos que la decisión de denegar la expedición de un 

auto de certiorari constituye el ejercicio de la facultad discrecional 

que nos otorga nuestro ordenamiento jurídico para no intervenir a 

destiempo con el trámite ante el foro de instancia. Lo anterior a su 

vez evita que se dilate innecesariamente la resolución final del 

pleito.   

Sin embargo, la determinación de no expedir un recurso 

discrecional no resuelve implícitamente el caso.  Núñez Borges v. 

Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 755-756 (1992).  Por lo tanto, bajo 

este escenario la parte afectada no queda desprovista de remedio, 

ya que cuando el TPI dicte sentencia final podrá instar una 

apelación ante este tribunal para cuestionar la validez jurídica del 

dictamen.  Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 

658, n. 2 (1997).  

B. Procedimientos ante la Comisión Apelativa del Servicio 

Público 

La Ley Núm. 45—1998, según enmendada, mejor conocida 

como la Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio Público de 

Puerto Rico, fue aprobada con el propósito de conferirles a los 

empleados públicos que no estén cubiertos por la Ley Núm. 130 

del 8 de mayo de 1945, conocida como la Ley de Relaciones del 

Trabajo de Puerto Rico, 29 L.P.R.A. sec. 61 et seq., el derecho a la 

organización sindical y a la negociación colectiva, siempre que se 

observen los parámetros establecidos en la mencionada ley.  Depto. 

Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 168 D.P.R. 527, 536-537 

(2006).  Además, la Ley Núm. 45 creó la Comisión de Relaciones 

del Trabajo del Servicio Público y estableció sus poderes, deberes, 

responsabilidades, facultades y funciones. 
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Sin embargo, el Plan de Reorganización Núm. 2 del 2010, 

mejor conocido como Plan de Reorganización de la Comisión 

Apelativa del Servicio Público, 3 L.P.R.A. Ap. XIII, creó la Comisión 

Apelativa del Servicio Público, foro administrativo cuasi-judicial 

especializado en asuntos obrero-patronales y el principio de mérito 

que sustituyó la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio 

Público. La Comisión Apelativa atiende a los empleados cobijados 

bajo la Ley Núm. 45—1998 así como los empleados públicos 

cubiertos por la Ley Núm. 184—2004, mejor conocida como la Ley 

para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio 

Público del Estado Libre Asociado. Entre los deberes de la 

Comisión Apelativa está:  

(k) Atender[] toda querella o apelación que se presente 
oportunamente y que concierna a su jurisdicción, para 
lo cual deberá interpretar, aplicar y hacer cumplir las 
disposiciones de la… [Ley Núm. 45—1998, mejor 
conocida como la] "Ley de Relaciones del Trabajo para 
el Servicio Público" y reglamentación vigente, en todo lo 
relativo a los procesos de organización, certificación, 
descertificación de organizaciones sindicales conforme 
a la legislación vigente aplicable a las organizaciones 
sindicales del servicio público; en los procedimientos 
relacionados con la conciliación y arbitraje de 
negociaciones de convenios colectivos; en los 
procedimientos relacionados con prácticas ilícitas. 3 
L.P.R.A. Ap. XIII, Artículo 8. 

 
Como la Comisión Apelativa tiene a su cargo la 

interpretación de la Ley Núm. 45—1998, nos remitimos a la misma 

para conocer las instancias en que se puede instar un arbitraje de 

quejas y agravios, lo que constituye una práctica ilícita y el 

procedimiento aplicable para impugnar dicha práctica. El Artículo 

8 provee que un arbitraje de quejar y agravios procede en: 

(a) Toda controversia surgida al amparo de un convenio 
colectivo negociado entre las partes, será dirimida a 
través de los mecanismos pactados en el convenio 
colectivo para el ajuste de quejas y agravios. 
 
(b) Todo convenio entre el representante exclusivo y la 
agencia deberá incluir procedimientos para resoluciones 
de quejas y agravios, incluyendo el arbitraje, que pueda 
surgir durante la vigencia de un convenio, incluyendo 
controversias sobre la aplicación e interpretación de sus 
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cláusulas. 
 
(c) Las partes vendrán obligadas a acogerse al servicio 
de arbitraje provisto por la Comisión de Relaciones del 
Trabajo en el sector público. 3 L.P.R.A. Sec. 1452. 
 

 A su vez, entre otras, será práctica ilícita de la agencia o de 

cualquiera de sus representantes el intento o la consumación del 

siguiente acto: 

(d) No aceptar o no cumplir el laudo de un árbitro o 
panel de árbitros después de haberse sometido al 
procedimiento de arbitraje. Sin embargo, la Comisión 
podrá desestimar cualquier formulación de cargos en la 
que se impute una violación de este inciso si el 
representante exclusivo con que se llegó al acuerdo de 
someter la controversia a arbitraje a su vez es hallado 
incurso en una violación del laudo o no ha cumplido con 
una orden de la Comisión relativa a alguna práctica 
ilícita. 3 L.P.R.A. Sec. 1452a. 
 
Cuando se incurre en alguna práctica ilícita, procede que la 

agencia, representante exclusivo o persona interesada radique una 

querella administrativa ante la Comisión Apelativa. 3 L.P.R.A. Sec. 

1452c. En otras palabras, la imputación de una práctica ilícita no 

se dilucida en un arbitraje sino en un procedimiento 

administrativo ordinario. 

Apliquemos este marco legal para resolver la controversia 

ante nuestra consideración.  

III. 

En el presente caso, nos corresponde determinar si el TPI 

actuó correctamente al confirmar el Laudo del 30 de junio de 2014 

que, a su vez, declaró que un arbitraje ante la Comisión Apelativa 

no es el foro con jurisdicción para poner en vigor otro laudo 

emitido previamente, del 23 de noviembre de 2010. Conforme al 

derecho expuesto anteriormente, un proceso de arbitraje ante la 

Comisión Apelativa se puede instar solo para dirimir controversias 

que surjan al amparo del convenio colectivo entre las partes, si así 

se ha dispuesto en dicho convenio. Por otra parte, cuando la 

agencia se niega a acatar lo ordenado por un laudo, ello constituye 
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una práctica ilícita que necesariamente se tiene que ventilar ante 

el foro administrativo de la Comisión Apelativa. Como bien es 

sabido, los procedimientos administrativos y el arbitraje tienen 

naturalezas disímiles. Los procedimientos administrativos son 

presididos por un Oficial Examinador, quien celebra las vistas 

correspondientes y a base de la prueba presentada, emite un 

informe con sus recomendaciones sobre la acción que debe tomar 

la Comisión Apelativa en pleno. Dicha entidad entonces emite una 

determinación y las órdenes que en derecho procedan. Por otra 

parte, los arbitrajes se llevan a cabo frente a un árbitro que ostenta 

su jurisdicción a base de las disposiciones del Reglamento de la 

Comisión Apelativa y las disposiciones del convenio colectivo 

vigente entre las partes.  

Como se alega que el DCR incumplió con lo ordenado en el 

Laudo del 20 de noviembre de 2009 al no reinstalar a la Sra. 

Aponte Rivera al puesto del cual fue destituida, la reclamación 

correspondiente deberá instarse ante la Comisión Apelativa 

mediante una querella administrativa y no una solicitud de 

arbitraje. La Federación objetó que no se le apercibió de dicho 

procedimiento expresamente. Sin embargo, tampoco se le requirió 

solicitar un arbitraje, especialmente cuando es harto sabido que la 

materia sujeta a dicho método alterno de resolución de conflictos 

es taxativa a controversias que surjan a la luz de las disposiciones 

del convenio colectivo. Es decir, el argumento de la Federación 

carece de mérito cuando la decisión cuestionada no surgió dentro 

del contexto clásico de un proceso administrativo en el que las 

decisiones emitidas deben satisfacer ciertos requisitos de 

notificación.  Por ende, el árbitro que emitió el Laudo del 30 de 

junio de 2014 resolvió correctamente al declararse sin jurisdicción 

para poner en vigor otro laudo, el del 20 de noviembre de 2009. De 
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esa manera, no podemos diferir del criterio del TPI al confirmar el 

Laudo del 30 de junio de 2014. 

Por los fundamentos que anteceden, expedimos el auto de 

certiorari y en consecuencia, confirmamos el dictamen del TPI. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


